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Sentencia Nº 150-2010.  Tribunal Aduanero Nacional, San José a las diez horas cinco minutos del diecinueve de agosto de 2010.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por el señor XXX, agente aduanero de la Agencia Aduanal XXX contra la Resolución  RES-AL-DN-533-2009 del 10 de febrero de 2009, emitida por la Aduana de Limón.
RESULTANDO

I. Que mediante escrito recibido por la Aduana de Limón, en fecha 28 de mayo de 2007, el agente aduanero XXX, en nombre de la Agencia Aduanal XXX, solicita autorización de dicha Aduana para efectuar un trámite bajo la modalidad de Importación Temporal, sin tributos, de su cliente XXX, y proceder al ingreso de una unidad tractomula, amparada al conocimiento de embarque número PTYN7M001336, factura número Cr- 237578. (Ver folio 1)

II. A través de oficio número AL-DT-STO-2943-2007, de fecha 17 de diciembre de 2007, la Sección Técnica Operativa de la Aduana de Limón, le comunica al señor XXX, de la Agencia de Aduanas XXX, que el DUA número XXX del XXX, correspondiente a una importación temporal bajo la categoría transporte, tramitada en nombre de su comitente XXX, tenía como fecha de vencimiento, el 28 de noviembre de 2007, por lo cual se le previene para que en un plazo no mayor de cinco días hábiles, presente la documentación que demuestre el finiquito del régimen temporal autorizado para dicho DUA, caso contrario se procederá conforme a lo establecido en la Ley General de Aduanas. (Ver folio 5)
III. Mediante escrito recibido por la Aduana de Limón en fecha 3 de marzo de 2008, el señor XXX, manifiesta que la unidad que se tramitó bajo el DUA indicado supra, se encuentra depositada en el Almacén xxxxxx, código 000, bajo el movimiento de inventario 16898 del 13 de febrero de 2008, a la espera de que el importador, XXX, entregue el Título de Propiedad o la Declaración Jurada, al ser un vehículo del año 1978, y con ello cancelar los impuestos correspondientes. (Ver folio 6)
IV. Con oficio número AL-DT-STO-926-2008 de fecha 25 de abril de 2008, el Departamento Técnico comunica al Departamento de Normativa, ambos de la Aduana de Limón, los detalles relacionados con el DUA de cita, a fin de que se valore el inicio de un procedimiento administrativo, en contra de la Agencia de Aduanas XXX, por la nacionalización extemporánea de la mercancía amparada por el DUA indicado. (Ver folios 9 y 10)
V. Que mediante DUA de importación definitiva número XXX de fecha XXX, se nacionalizó la unidad tractomula de marras, cuyo consignatario es XXX. (Ver folios 11 a 15 y 52 a 62)

VI. Con resolución número RES-AL-DN-4310-2008 del 22 de octubre de 2008, la Aduana de Limón inicia procedimiento administrativo sancionatorio contra la Agencia Aduanal XXX, por la presunta trasgresión del artículo 236 inciso 1) de la Ley General de Aduanas, al no reexportar o reimportar la unidad tractomula usada, año 1978, modelo 5063-5002, color amarillo, motor: 06FD002938, amparada al DUA número XXX, en el plazo de ocho días después del vencimiento del plazo legal. Señala la Aduana que la eventual sanción consiste en una multa de quinientos pesos centroamericanos, o su equivalente en moneda nacional, a razón del tipo de cambio vigente al día 10 de diciembre de 2007, fecha de vencimiento de la importación temporal, correspondiente a ¢502,11 por dólar, para un monto total de ¢251.055,00, otorgándole un plazo de 5 días hábiles para que presente sus alegatos y pruebas en descargo de los hechos señalados. (Ver folios 23 al 31)
VII. No consta en el expediente que la Agencia Aduanal XXX, presentara alegatos ni pruebas en contra del acto inicial.
VIII. Mediante resolución número RES-AL-DN-533-2009 de fecha 10 de febrero de 2009, la Aduana de Limón emite acto final del procedimiento administrativo sancionatorio contra la Agencia de Aduanas XXX, imponiéndole una multa de quinientos pesos centroamericanos, pagaderos al tipo de cambio vigente al día 10 de diciembre de 2008, fecha de vencimiento de la importación temporal, por la suma de ¢251.055,00, al considerar que cometió la infracción administrativa estipulada en el artículo 236 inciso 1) de la Ley General de Aduanas, por no reexportar o reimportar hasta ocho días después del vencimiento del plazo legal, la mercancía tramitada mediante el DUA de cita. Dicha resolución fue notificada  a la interesada el 27 de febrero de 2009.  (Ver folios 33 al 35)
IX. Con escrito recibido el 04 de marzo de 2009, el Agente Aduanero XXX, interpone Recurso de Reconsideración y Apelación ante este Tribunal, en contra del acto final supracitado, con base en las siguientes consideraciones: (Ver folios 36 y 37)
· El Reglamento a la Ley General de Aduanas, en su artículo 522, regula formalmente el acto final que emita la autoridad aduanera, el cual debe cumplir con los elementos del acto administrativo señalados por la Ley General de la Administración Pública, indicando expresamente al menos: a) los hechos y la relación de argumentos técnicos y jurídicos considerados por la Administración o aportados por las partes, que sirven de fundamento para la decisión final.
· En la resolución recurrida se hace mención parcial a los alegatos presentados y sin fundamentación alguna, se limita a resolver parcialmente, siendo omisa al no establecer el derecho aplicable para ejecutar el débito que se menciona.
· La Aduana es omisa al no indicar el nombre del órgano instructor, violando así uno de los requisitos indispensables que debe contener el acto de apertura del procedimiento ordinario, según el artículo 526 del Reglamento a la Ley General de Aduanas.
· Solicita la nulidad del acto de la Aduana y se declare sin lugar el procedimiento, de conformidad con el artículo 158 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, por encontrarse el acto disconforme con el ordenamiento jurídico.
X. La Aduana Santamaría, mediante resolución número RES-AL-DN-2494-2010 del treinta de junio de 2010, conoce del Recurso de Reconsideración, manteniendo lo actuado y emplazando al recurrente para que en un plazo de diez días hábiles reitere o amplíe los argumentos de su pretensión ante este Colegiado. (Ver folios 39 a 50)
XI. Que mediante escrito de fecha de recibido 28 de julio de 2010, se apersona ante esta Sede el señor XXX, en su condición de representante legal de la entidad XXX, confirmando el recurso de apelación presentado y rectificando los argumentos de defensa, en el siguiente sentido:  (Ver folios 81-84)
· El agente de aduanas no cuenta con el elemento coercitivo para obligar al importador a exportar la mercancía que se encuentra bajo su propiedad y dominio en el tiempo requerido, por lo cual, dicho cumplimiento sale de su radio de acción y obligación; lo contrario sería ilógico, ya que nadie está obligado a lo imposible.
· Quien posee legitimación activa para proceder al acto de reexportar dentro del plazo, lo es el titular del derecho a disponer de la mercancía, en este caso el importador; el agente de aduana actuó como declarante ante la Aduana para gestionar la importación temporal de la tractomula, la cual una vez operado el levante quedó bajo dominio y disposición del importador, por lo que la Agencia Aduanal no se encontraba legitimada para decidir y actuar en la posible reexportación en tiempo. El único titular de la supuesta infracción al no reexportar dentro del plazo legal, lo es directamente quien poseía la mercancía bajo su control.
· El elemento motivo del acto se encuentra viciado, ya que el bien jurídico tutelado en la norma, corresponde a: “… no reexportar dentro del plazo”, acción que queda únicamente dentro del ámbito de acción y competencia del titular de la mercancía. Se hace referencia a la sentencia 122-2004 de este Tribunal.
· Solicita se revoque la resolución impugnada y se dicte un nuevo acto final, en el que se establezca la nulidad absoluta tanto procesal como sustantiva.
XII. Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de Ley, en la tramitación en esta sede.

Redacta la Licenciada  Loretta Rodríguez Muñoz y, 

CONSIDERANDO

I. Objeto de la litis: El objeto de la presente litis se refiere al procedimiento sancionatorio iniciado por la Aduana de Limón, en contra de la Agencia de Aduanas XXX, por incurrir en la falta tipificada en el artículo 236 inciso 1) de la Ley General de Aduanas (en adelante LGA), al no reexportar o reimportar, hasta ocho días después del vencimiento del plazo legal, la unidad tractomula usada, año 1978, modelo 5063-5002, color amarillo, motor: 06FD002938, amparada al DUA número XXX, sancionada con una multa de quinientos pesos centroamericanos o su equivalente en moneda nacional, pagaderos al tipo de cambio vigente al día 10 de diciembre de 2008, fecha de vencimiento de la importación temporal, correspondiente a ¢502,11 por dólar, que asciende a la suma de ¢251.055,00.
II. Admisibilidad del Recurso de Apelación en el caso concreto. Que previo a cualquier otra consideración, se avoca este órgano al estudio de la admisibilidad del presente recurso de apelación.  En tal sentido dispone el artículo 198 de la LGA que contra el acto final dictado por la aduana competente, caben los recursos de reconsideración y apelación para ante el Tribunal Aduanero Nacional, siendo potestativo usar ambos recursos ordinarios o sólo uno de ellos, los cuales deben interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado, condicionando la admisibilidad a dos requisitos procesales, sea en cuanto al tiempo que dispone el interesado para interponerlo y además el relativo a la capacidad procesal de las partes que intervienen en expediente. En el caso bajo estudio, el proceso sancionatorio se dirige directamente contra la Agencia Aduanal XXX, quien precisamente interviene en autos, primeramente en la presentación del recurso que nos ocupa, a través del agente aduanero que tramitó la declaración de cita, XXX (ver folio 37), y posteriormente a través de la ratificación efectuada por su representante legal, el señor XXX (ver folio 85), siendo dicha Agencia Aduanal, la persona que ostenta la capacidad procesal para recurrir, por ser la afectada con el procedimiento, cumpliéndose en la especie con el presupuesto procesal indicado. Sobre el instituto de la capacidad procesal se hará nuevamente referencia, al momento de analizar los alegatos de nulidad planteados por la entidad recurrente, a efectos de diferenciar la misma en relación con la legitimación pasiva; debiendo quedar desde ya establecido que, tal y como se indicó, en autos se ha verificado la capacidad procesal que ostenta la Agencia Aduanal XXX, por medio de sus representantes. Además según consta en expediente, el acto lesivo que impone la multa, se notificó el día 27 de febrero de 2009, y el recurso se interpuso el 4 de marzo de 2009, dentro del plazo de los tres días hábiles establecidos al efecto. En razón de ello, tiene este Tribunal por admitido el recurso de apelación para su estudio.
III. Sobre la nulidad: Por ser este Tribunal un órgano contralor de legalidad y en atención a la solicitud expresa de la entidad recurrente, al ser de previo y especial pronunciamiento, se efectuará en primer término el examen de los alegatos de nulidad esgrimidos en relación con la actuación administrativa desarrollada en el presente procedimiento, determinando si en la especie se han violentado los principios procesales esenciales que todo acto administrativo debe salvaguardar en aplicación del principio de legalidad y del derecho del administrado a un debido proceso, pronunciándose sobre la existencia o no de nulidades del acto administrativo, debiendo este último ser dictado de conformidad con el ordenamiento jurídico, tanto en sus elementos esenciales como formales, puesto que lo contrario puede generar vicios que afecten su validez; en razón de lo cual procede este Colegiado al estudio de los supuestos vicios que pudieren existir en el caso.  
· Nulidad por falta de legitimación

Manifiesta la entidad recurrente, que quien tiene la legitimación para proceder con el acto de reexportación dentro del plazo, lo es el titular del derecho de disponer de la mercancía, en este caso el importador. Indica que el agente de aduanas actuó como declarante para gestionar en nombre del importador la importación temporal de la tractomula, la cual, una vez otorgado el levante quedó bajo el dominio y disposición del importador, de manera que la entidad XXX no se encontraba legitimada para decidir y actuar en una posible reexportación en tiempo, por lo que el único titular de la supuesta infracción al no reexportar dentro del plazo legal, lo es directamente quien poseía la mercancía bajo su tutela y control.
La Agencia Aduanal XXX, mantiene como alegato de su defensa, la existencia de una falta de legitimación en el presente procedimiento, lo cual a su parecer genera una nulidad absoluta de lo actuado. En efecto, considera este Tribunal la existencia de un vicio grave, al confundirse desde el acto inicial del procedimiento al sujeto contra el cual debieron dirigirse las actuaciones, concibiéndose una falta de legitimación pasiva, que genera la nulidad de lo actuado.
Al respecto, no debe olvidarse que la Autoridad Aduanera, en este caso la Aduana de Limón, debe respetar una serie de requisitos a la hora de emitir actos que afecten la esfera jurídica de los administrados. Esa actividad adquiere un matiz especial cuando nos encontramos frente a la imposición de sanciones a los administrados, por la supuesta violación de las disposiciones del régimen jurídico aduanero, pues por tratarse de la represión de conductas ilícitas, para que sea legítima la actuación administrativa deben cumplirse a cabalidad con una serie de principios y garantías de orden constitucional y legal. De esta forma, en procedimientos sancionatorios como el que nos ocupa, es necesario que desde su apertura se definan claramente cuáles son las partes convocadas, así como la condición o el carácter en que cada persona, sea física o jurídica participa, lo anterior como amparo de una defensa efectiva. 
Previo a entrar a analizar la falta de legitimación existente en autos, estima este Tribunal que se hace necesario primeramente, abordar el tema relacionado con la naturaleza del régimen de importación temporal y sus características, régimen cuyo incumplimiento genera la sanción que se pretende imponer en autos.

El artículo 67 del Código Uniforme Aduanero Centroamericano (en adelante CAUCA) brinda una clasificación de los regímenes aduaneros, caracterizando en su inciso b), la Importación Temporal como un régimen aduanero de efecto temporal o suspensivo:
b) Temporales o Suspensivos: Tránsito aduanero; Importación temporal con reexportación en el mismo estado; Admisión temporal para perfeccionamiento activo; Depósito de Aduanas o Depósito Aduanero; Exportación temporal con reimportación en el mismo estado; y Exportación temporal para perfeccionamiento pasivo. (El resaltado no es del original.) (Ver en el mismo sentido el artículo 110 de la LGA)
Se trata de un régimen temporal, dado que su aplicación se circunscribe a un espacio determinado de tiempo, y a la vez suspensivo, ya que la mercancía ingresa al territorio aduanero, con suspensión en el pago de los tributos, características que recoge el CAUCA en su numeral 73:

Artículo 73. Importación temporal con reexportación en el mismo estado. Importación temporal con reexportación en el mismo estado, es el régimen que permite ingresar al territorio aduanero por un plazo determinado, con suspensión de derechos e impuestos a la importación, mercancías con un fin específico, las que serán reexportadas dentro de ese plazo, sin haber sufrido otra modificación que la normal depreciación como consecuencia de su uso. (En el mismo sentido ver artículo 165 de la LGA)
De esta forma, la Importación Temporal es el régimen aduanero que permite el ingreso, por un plazo determinado de mercancías al territorio aduanero con suspensión de los tributos de importación, las que deberán ser reexportadas dentro de ese plazo, tal cual señala, a nivel nacional, el artículo 165 de la LGA, numeral que además indica como requisitos para la destinación de mercancías al régimen bajo estudio: a) que las mismas sean reexportadas o importadas definitivamente sin modificación ni transformación alguna, dentro del plazo que se establezca por la vía reglamentaria y de acuerdo con la finalidad de la importación, plazo que no deberá de exceder de un año, con excepción de la importación de las aeronaves señaladas por el inciso j) del artículo 166 de la LGA, y b) que las mercancías sometidas a éste régimen, deben ser claramente identificables, lo cual podrá realizarse mediante marcas, números, sellos, medidas u otras características especiales, siendo que en caso de imposibilitarse su identificación, la Autoridad Aduanera respectiva deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar el control de los mercancías; existiendo como excepción, el que la falta de identificación de las mercancías no conduzca a un abuso del régimen, debiendo valorarse para dichos efectos, la naturaleza de las mismas o las operaciones que se llevaran a cabo. (Ver artículo 135 del RECAUCA y 436 del Reglamento a la Ley General de Aduanas, en adelante RLGA).
En cuanto a las mercancías que pueden ser destinadas al régimen aduanero de cita, el artículo 435 del RLGA, dispone que el mismo resulta aplicable a mercancías que se encuentran contempladas en convenios internacionales, la LGA y el citado Reglamento, sea que las mismas provengan directamente del extranjero o que hubiesen sido objeto de un régimen no definitivo, mientras ello sea procedente. A los efectos, el artículo 166 de la LGA, brinda una clasificación de las mercancías que podrán encontrarse sujetas a una importación temporal, teniendo como categorías: industriales, comerciales, de turismo, de transporte de mercancías, feriales, educativas y culturales, recreativas y deportivas, científicas, estatales, y las aeronaves arrendadas a plazo o con opción de compra, destinadas a servicios aéreos, de empresas que cuenten con un certificado de explotación otorgado por la autoridad aeronáutica costarricense, de conformidad con lo establecido en el artículo 222 de la Ley General de Aviación Civil, Nº 5150, de 14 de mayo de 1973, y sus reformas. Para el caso concreto, tenemos que la importación temporal tuvo como objeto un vehículo, tractomula usado, clasificado dentro de la categoría  de transporte de mercancías. (Ver folios 67 a 79)
Habiendo establecido supra, que el régimen de marras se caracteriza por su temporalidad, en este sentido, la legislación nacional dispone un plazo máximo e improrrogable de permanencia temporal en el país, de 6 meses, para la importación de mercancías clasificadas en el inciso d) del artículo 166 de la LGA, categoría transporte de mercancías, tal y cual es el caso que nos ocupa (ver artículo 457 del RLGA). En relación a dicho plazo, tenemos que la reexportación de las mercancías debe efectuarse con anterioridad al vencimiento del mismo (ver artículo 463 del RLGA). De esta forma, una de las causales para la cancelación del régimen de Importación Temporal, viene dada precisamente por el acaecimiento del vencimiento del plazo otorgado, sin que las mercancías hayan sido reexportadas o destinadas a cualquier otro régimen aduanero, lo cual se encuentra regulado por el artículo 440 inciso f) del RLGA, que al efecto dispone: 
“Cancelación del régimen. El régimen de importación temporal se cancelará por las causas siguientes:

…

f. De conformidad con el artículo 139 del RECAUCA, cuando las mercancías importadas temporalmente, que al vencimiento del plazo de permanencia no hubieran sido reexportadas o destinadas a cualquiera de los demás tratamientos legalmente autorizados …” (El resaltado no es del original)
Caracterizado el régimen aplicado en autos, y siendo como se indicó al inicio del presente apartado, que este Órgano avala la existencia de un vicio por falta de legitimación pasiva, resulta procedente el análisis de los institutos de capacidad procesal y legitimación activa y pasiva, de las partes, en aras de diferenciar los mismos, y de esta forma delimitar el vicio existente en el procedimiento que nos ocupa. 
Tenemos en un primer plano, la figura de la capacidad procesal, como “la facultad de realizar actos procesales en nombre propio o por cuenta de otro.”
 La misma constituye un presupuesto procesal, estableciéndose como la capacidad para ser titular de derechos y obligaciones procesales, mediante la cual se puede actuar dentro de un procedimiento y además producir actos procesales con eficacia jurídica. Sobre dicho instituto, tal y como se indicó en el apartado de Admisibilidad, no existe en autos contrariedad alguna, dado que la litis se entabló en contra de la Agencia Aduanal XXX, siendo que se ha comprobado que dicha entidad es quien ha actuado dentro del procedimiento, a través de personas físicas que ostentaban la representación de la misma, tanto al momento de comparecer ante la Administración Activa como ante este Tribunal, configurándose con ello la debida capacidad procesal para actuar en el proceso de marras.
En este punto, y por encontrarse íntimamente ligado con la legitimación, debe hacerse necesariamente, aunque breve, una referencia a las “Partes Procesales”, tratándose de las personas, físicas o jurídicas, que intervienen en un proceso, sea administrativo o judicial, para reclamar una determinada pretensión o bien para resistirse a la pretensión formulada por otro sujeto, es “aquel que estando legitimado para accionar o para contradecir, pide en nombre propio la realización de una relación jurídica, de la cual se afirma titular, o la de una relación jurídica de la cual afirma ser titular otro sujeto que puede estar en juicio, o puede no estar en juicio.”(El resaltado no es del original)
. Por su parte, la Ley General de la Administración Pública, señala en su artículo 275 que, podrá ser parte en el procedimiento administrativo “además de la Administración, todo el que tenga interés legítimo o derecho subjetivo que pueda resultar afectado, lesionado o satisfecho de manera total o parcial por el acto final.  El interés de la parte deberá ser legítimo y podrá ser moral, científico, religioso, económico o de cualquier otra naturaleza.”
A partir de la definición dada en el párrafo anterior, se distingue que la misma recoge la necesidad de que quien pretenda ser parte de un procedimiento, debe encontrarse “legitimado” para ello, lo cual nos lleva al punto en el cual se ha encontrado el vicio del cual adolece el procedimiento que nos ocupa. La legitimación consiste en una aptitud especial para ser parte en un procedimiento concreto, en este caso un procedimiento de índole administrativo sancionatorio, derivada de la relación existente entre la esfera de intereses y derechos de determinado sujeto con el acto, así como también a las omisiones incurridas que ilegítimamente invadieran tal esfera, permitiendo que quien se sienta perjudicado pueda acceder a la vía administrativa o sea llamado a la misma, en demanda de un proceso que garantice el análisis de determinada pretensión; de esta forma, la capacidad procesal se refiere a un presupuesto procesal, mientras la legitimación resulta ser un presupuesto material o sustancial, sea que el mismo debe ser examinado previo  al conocimiento de la cuestión debatida. En razón de las diferencias existentes entre la capacidad procesal y la legitimación, se han particularizado las mismas bajo los términos de legitimatio ad processum  para la primera y legitimatio ad causam para la segunda.  
Respecto a la figura jurídica de la legitimación, la Sala I de la Corte Suprema de Justicia, la ha caracterizado como:
“…un presupuesto de la pretensión formulada en la demanda y de la oposición hecha por el demandado, para hacer posible la sentencia de fondo que las resuelve; consecuentemente la legitimación en la causa no constituye un presupuesto procesal, en tanto no se refiere al procedimiento o al válido ejercicio de la acción, antes bien se refiere a la relación sustancial que debe existir entre actor y demandado y al interés sustancial que se discute en el proceso. La legitimación en la causa se refiere a la relación sustancial que se pretende existente entre las partes del proceso y el interés sustancial en litigio. El demandado debe ser la persona a quien le corresponde por la ley oponerse a la pretensión del actor o frente a la cual la ley permite que se declare la relación jurídica sustancial objeto de la demanda; y el actor la persona que a tenor de la ley puede formular las pretensiones de la demanda, aunque el derecho sustancial pretendido no exista o le corresponda a otro. … De acuerdo al sujeto legitimado o a su posición en la relación procesal se puede distinguir entre legitimación activa y pasiva, la primera le corresponde al actor y a las personas que con posterioridad intervengan para defender su causa, la segunda le pertenece al demandado y a quienes intervengan para discutir y oponerse a la pretensión del actor. La ausencia de legitimación en la causa constituye un impedimento sustancial, si el juzgador se percata de la falta de la misma, así debe declararlo de oficio y dictar una sentencia inhibitoria, lo que no es óbice para que sea alegada oportunamente como excepción previa. … La legitimación en la causa además de determinar quienes pueden actuar en el proceso con derecho a obtener sentencia de fondo, señala o determina a quiénes deben estar presentes para hacer posible la sentencia de fondo. Lo anterior significa que en determinados procesos es indispensable la concurrencia de varias personas (litisconsortes necesarios) en calidad de actores o demandados para que la decisión sobre las peticiones se haga posible, pues la ausencia de éstas impide la decisión de fondo, de las pretensiones deducidas en la demanda. Por ello la legitimatio ad causam puede estar ausente en dos casos: a) cuando actor y demandado carecen absolutamente de legitimación en la causa, por tratarse de personas diferentes a quienes correspondía formular las pretensiones o contradecirlas, y b) cuando los que debían ser parte en tales posiciones en concurrencia con otras personas, no han comparecido al proceso”.

De esta forma, se manifestará una legitimación activa, en la parte que manifieste la pretensión de un derecho y su correspondiente individualización, y por otra, una legitimación pasiva, en relación a aquella parte contra la cual se inicia un procedimiento, para que actúe o responda según corresponda en Derecho, con lo cual se hace referencia a las circunstancias de, quien impulsa el procedimiento, sea el titular del derecho (legitimación activa), y del accionado, la persona verdaderamente obligada a la correspondiente prestación (legitimación pasiva).
En razón de lo expuesto, y siendo que la legitimación implica la aptitud de ser parte en un proceso concreto, la cual viene determinada por la posición del sujeto respecto de la pretensión que se ventila, para el caso concreto, tenemos que la litis del presente asunto, versa sobre la imposición de la sanción contenida en el numeral 236 inciso 1) de la LGA, que al efecto dispone: 
“Será sancionada con una multa de quinientos pesos centroamericanos, o su equivalente en moneda nacional, la persona física o jurídica, auxiliar o no de la función pública aduanera, que:

1) No reexporte o reimporte mercancías o las reexporte o reimporte hasta ocho días después del vencimiento del plazo legal, cuando sea obligatorio de conformidad con el régimen o la modalidad aduanera aplicado. Si se ha rendido garantía y procede su ejecución, la multa será de cien pesos centroamericanos o su equivalente en moneda nacional, salvo si no está tipificado con una sanción mayor.”
La norma transcrita, sanciona la omisión de reexportar o reimportar mercancías, o bien la acción de reexportarlas o reimportarlas ocho días después del vencimiento del plazo legal, según el régimen aduanero aplicado, que para el caso concreto es el régimen de importación temporal, bajo la modalidad de transporte comercial, el cual, como se indicó, otorga un plazo máximo e improrrogable de seis meses. A su vez, el tipo señala que tal infracción puede ser cometida tanto por personas físicas como jurídicas, y en ambos casos, puede tratarse o no de un auxiliar de la función pública aduanera. Así y sin que este Tribunal entre a prejuzgar quien posee la responsabilidad en relación a la infracción que se pretende sancionar en autos, y en términos generales tomando en consideración lo indicado expresamente por el tipo respectivo, el sujeto que reúna tales condiciones, será el que eventualmente ostentaría la legitimación pasiva del procedimiento sancionatorio, sea a quien, conforme a Derecho, podrá imputársele la infracción de marras, pudiendo el mismo oponerse al proceso incoado en su contra, sea ser parte del mismo, y frente al cual la ley permite, previo análisis de culpabilidad, que se declare la relación jurídica sustancial pretendida, sea la imposición de la sanción prevista por el ordenamiento jurídico; dado que dicho sujeto sería el responsable, de conformidad con la normativa supracitada, de no reexportar la mercancía en tiempo.

De lo expuesto supra, y en relación a la caracterización del régimen de importación temporal dada líneas atrás, tenemos que, quien posee la disponibilidad material para reexportar las mercancías dentro del plazo señalado por ley, es precisamente el beneficiario de dicho régimen, quien una vez otorgado el levante, dispone de las mercancías, siendo que, autorizada la importación temporal, el beneficiario se encuentra sujeto a una serie de derechos, deberes y obligaciones que surgen entre él y el Estado, siendo una de estas obligaciones el reexportar las mercancías con anterioridad al vencimiento del plazo otorgado para la importación temporal, tal y como se señaló con anterioridad. Tal situación del beneficiario en relación con la mercancía objeto de la importación temporal, viene dada por la propia naturaleza del régimen indicado, ya que el mismo busca el ingreso a territorio aduanero nacional, de cierto tipo de mercancías, con suspensión del pago de los derechos arancelarios y demás impuestos, para ser destinadas a un fin específico por un tiempo determinado, todo ello a favor del beneficiario del régimen y los fines específicos que éste persiga.
Respecto a la circunstancia fáctica indicada, sea la disponibilidad material de las mercancías importadas temporalmente, tenemos que, la Agencia Aduanal XXX se encuentra completamente al margen de la misma; y la obligación de reexportar las mercancías en tiempo, o bien someterlas a otro régimen aduanero procedente, es una obligación que solamente puede imputarse como responsabilidad del beneficiario del régimen, toda vez que es quien las tiene bajo su disposición, sin que el auxiliar de la función pública pueda jurídicamente interferir en el uso y disfrute de las mismas. Debe quedar claro, que una vez autorizada la importación temporal, el acto de reexportación no se encuentra sujeto al control o autorización de los auxiliares de la función pública, agentes de aduanas, es un acto que se encuentra dentro de la esfera de voluntad del beneficiario del régimen, por la propia naturaleza del mismo, tal y como se indicó supra.
Es por ello que, aún y cuando, la Agencia Aduanal XXX fue encomendada para tramitar la importación temporal de la mercancía objeto del DUA número XXX, en su condición de auxiliar de la función pública, las consecuencias de dicho régimen, sea la posesión y disponibilidad de dicha mercancía, le corresponden al beneficiario del régimen temporal, excluyendo con ello, cualquier acto de disposición por parte de la Agencia Aduanal recurrente. Tan es así la situación que se presenta en relación a la disposición de las mercancías afectas a un régimen de importación temporal, que en el caso concreto, la Agencia Aduanal al momento de explicar a la Aduana la situación en la que se encontraba la mercancía de marras, indica que la misma estaba depositada, a la espera de que el beneficiario del régimen temporal le brindara el título de propiedad o una declaración jurada, por ser un vehículo del año 1978 (ver folio 6), constando en autos que con posterioridad, y mediante DUA de importación definitiva número XXX de fecha XXX, el beneficiario del régimen temporal procede a nacionalizar la tractomula de marras. (Ver folio 11 a 15 y 52 a 62)
Con base en lo indicado, no existe en autos una coincidencia entre el sujeto al cual se le imputa la sanción objeto de la litis, y el sujeto de la relación sustancial controvertida, de esta forma, tal y como se indicó supra, la legitimación pasiva del presente procedimiento sancionador, debe recaer sobre la persona a la cual le corresponde oponerse a la pretensión de la Administración, en razón de su relación sustancial con el objeto del proceso, siendo que en este caso, la Agencia Aduanal XXX jurídicamente no resulta ser la responsable directa de la reexportación en tiempo de la tractomula objeto del régimen de importación temporal otorgado, por lo que la misma no guarda relación directa con la conducta que se imputa en autos. 

La actuación de la Aduana de Limón en este caso es a todas luces improcedente, pues debe tenerse presente que cuando se está frente a la imputación de infracciones, la responsabilidad existente es de índole personal, de forma tal que no puede pretenderse castigar a una persona física o jurídica por acciones u omisiones presuntamente llevadas a cabo por otro sujeto.
  Así, la sanción que la Autoridad Aduanera pretende imponer a la entidad recurrente, responde a una conducta que, previo cumplimiento del debido proceso, resulta atribuible a persona distinta de la entidad XXX, en razón de lo cual, y sin que este Tribunal prejuzgue sobre el sujeto responsable de la sanción que se imputa, es claro que la Agencia Aduanal de marras, no posee las condiciones necesarias para ser tenida como sujeto del presente procedimiento, al no ostentar relación alguna con el cuadro sustancial que se pretende resolver en autos.
VI. En razón de lo expuesto, y al haberse iniciado el procedimiento de marras contra un sujeto que no resulta responsable por la infracción imputada en autos, configurándose con ello el vicio por falta de legitimación pasiva, considera este Tribunal que resulta procedente declarar la nulidad absoluta de todo lo actuado.
POR TANTO

Con fundamento en el artículo 104 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano, artículos 198, 200 a 205 de la Ley General de Aduanas, y en las consideraciones de hecho y de derecho señaladas, por mayoría este Tribunal declara la nulidad de todo lo actuado en expediente desde el acto inicial inclusive. Remítase los antecedentes a la oficina de origen. Voto salvado del Licenciado Reyes Vargas, quien declara inadmisible el recurso.
Notifíquese…
Loretta Rodríguez Muñoz
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Xinia Villalobos Orozco
Voto particular del licenciado Reyes Vargas. No comparte el suscrito lo resuelto y por ello salvo mi voto con sustento en las siguientes consideraciones:

Es claro en la legislación que, el Tribunal Aduanero Nacional resulta jerarca impropio respecto del Servicio Nacional de Aduanas única y exclusivamente en materia técnica aduanera, estándole excluida la materia administrativa, estatutaria, y de responsabilidad.


Ahora bien, no comparte el suscrito que todo acto que en materia técnica aduanera dicte el Servicio Nacional de Aduanas tenga alzada ante el Tribunal Aduanero Nacional. En efecto en conformidad con el artículo 102 del CAUCA III (principio de taxatividad recursiva) tales actos únicamente tienen los recursos que señale la legislación nacional y la nuestra congruente con ello no estatuye en los artículos 230 a 234 recurso alguno para ante el Tribunal Aduanero.  Lo anterior tiene sustento en una política legislativa de naturaleza económica. En efecto por la cuantía y en razón al costo administrativo que implica el conocimiento y resolución de los recursos de apelación ante el Tribunal Aduanero no resulta justificable, por la cuantía, que ciertos asuntos tengan alzada ante el Tribunal Aduanero Nacional.


Por lo anterior y dado que en materia de infracciones se ha otorgado competencia al Servicio de Aduanas para sancionar las administrativas y tributarias pero sujetándole a dos procedimientos distintos regulado según la naturaleza de la sanción. Así, dispone el artículo 234 un procedimiento abreviado,  para aquellas cuya sanción sea multa; y el ordinario para los hechos sancionables con suspensión (art. 234 párrafo final).

Resulta que es en el procedimiento ordinario en donde se prevé la alzada para ante el Tribunal Aduanero (art. 204) mas no sucede igual en tratándose del procedimiento abreviado regulado en el artículo 234. Más aún, el artículo 192 párrafo primero expresamente dispone la inaplicabilidad de la fase recursiva del procedimiento ordinario a  otros de distinta naturaleza.


Ahora bien,  tal como se ha señalado en las consideraciones de la mayoría en el presente caso además no existe solicitud alguna de revisión por el superior que pudiera entenderse como la presentación, aunque improcedente por lo que se ha señalado, del recurso de apelación.

DICK RAFAEL REYES VARGAS

� Chiovenda, citado por Cabanellas, Guillermo, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo II.  Editorial Heliasta, 27ª Edición, Argentina, 2001, p. 54.


� Ugo Rocco, citado por el Dr. Luis René Herrero. Parte Procesal (Reformulación del concepto a la luz  del realismo jurídico). Aequitas, Publicación de la Facultad  de Ciencias Jurídicas, Universidad del Salvador, p. 21


� Sentencias número 794 de las 16:05 horas del 16 de octubre de 2002 y número 976 de las 07:40 horas del 19 de diciembre de 2006.


� En referencia a la falta de legitimación pasiva, ver sentencias de este Tribunal: 274-2004, 249-2005, 281-2006, 179-2009,  99-2009.
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